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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

 “Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”

	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción I del Artículo 40 de la Ley del Instituto Estatal de Defensoría Pública de Coahuila de Zaragoza.
· Mediante la cual propone que se brinde de manera gratuita el servicio de defensoría, a las víctimas de delito o  de violaciones a derechos humanos, independientemente de su condición socioeconómica.

Planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 5 de Abril de 2017.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 40 DE LA LEY DEL INSTITUTO ESTATAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARTHA H. GARAY CADENA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente Iniciativa, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma la fracción I del artículo 40 de la Ley del Instituto Estatal de Defensoría Pública de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Las personas que son objeto de un hecho victimizante, a partir de la comisión de un delito perpetrado en su contra o una violación a sus derechos humanos, además de la afectación directa derivada del hecho en concreto, enfrentan otra serie de afectaciones que les vulneran diversas prerrogativas. 

Generalmente, un hecho victimizante resulta pluriofensivo y sitúa a las víctimas en un estado de vulnerabilidad. Ante esto, en nuestro país y en nuestra entidad, se ha construido un marco normativo e institucional para la atención, protección, ayuda, asistencia y reparación integral de las víctimas.

La finalidad de los esfuerzos emprendidos por el Estado mexicano, y particularmente por el Estado de Coahuila de Zaragoza, a través de la Ley de Víctimas local, consiste entre otras cosas, en: “…establecer y coordinar las acciones y medidas necesarias para promover, respetar, proteger y garantizar el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas; así como implementar los mecanismos para que las autoridades estatales, en el ámbito de sus respectivas competencias, cumplan con sus obligaciones de prevenir, investigar, sancionar y lograr la reparación integral…”.

En efecto, la fracción III del artículo 2 de la Ley de Víctimas del Estado de Coahuila de Zaragoza, antes reproducida, establece la obligación de implementar las acciones y medidas necesarias para para promover, respetar, proteger y garantizar el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas. 

Por otra parte, dentro de los principios contenidos en el referido ordenamiento, se encuentra el relativo al enfoque diferencial y especializado, que incluye la adopción de medidas que respondan a la atención de las circunstancias y particularidades y grado de vulnerabilidad de las víctimas, reconociendo igualmente que ciertos daños sufridos, por su gravedad, requieren de un tratamiento especializado para dar respuesta a su rehabilitación y reintegración a la sociedad.

Aunado a lo anterior, bajo el diverso principio de máxima protección, se establece la obligación a cargo de las autoridades de adoptar, en todo momento, medidas para garantizar la seguridad, protección, bienestar físico y psicológico e intimidad de las víctimas.
Finalmente, el principio relativo al trato preferente, contenido en el ordenamiento de mérito, dispone la obligación de todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, de garantizar el trato digno y preferente a las víctimas de conformidad con los demás principios referidos en la ley.

Ahora bien, de conformidad con el artículo 88 de la ley en comento, el Instituto Estatal de Defensoría Pública, es considerado una autoridad auxiliar para el cumplimiento del objeto de la ley y por lo tanto debe proporcionar atención y apoyo a las víctimas.
En ese orden de ideas, y a la luz del principio pro persona
, contenido en el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, quienes suscribimos esta iniciativa, consideramos que la atención que debe brindar el Instituto Estatal de Defensoría Pública, no debe ser solo la relacionada con el hecho victimizante; pues puede ocurrir que existan otras circunstancias que si bien, en principio parecen no tener una relación directa con dicho hecho, en efecto pueden impedir que la víctima transite de ese estado de vulnerabilidad.

Si bien partimos de la idea de que cualquier persona puede acudir al Instituto Estatal de Defensoría Pública, por lo que las victimas de delito y violaciones a derechos humanos no están impedidas para ello, no obstante, lo que se debe considerar en la atención que se brinde es su calidad de víctima, incluso aunque en principio pareciera que el asunto planteado no tiene que ver con el hecho victimizante. 

Lo anterior es así, pues puede ocurrir que una víctima, verbigracia, enfrente un asunto de carácter civil o mercantil que en poco puede estar relacionado con el hecho victimizante, pero que no obstante su solución puede repercutir en la protección del patrimonio de las víctimas directas o indirectas y consecuentemente en aminorar la situación de vulnerabilidad.
Imaginemos por ejemplo, el caso de una persona desaparecida, en el que el cónyuge, quien tiene calidad de víctima indirecta, requiere realizar un juicio de usucapión o bien para la cobranza de un título de crédito. Pues bien, puede acudir al Instituto Estatal de Defensoría Pública. Sin embargo, el instituto antes referido, tiene una normatividad específica respecto a este tipo de asuntos en las que, por ejemplo, las condiciones socioeconómicas del solicitante o la cuantía del asunto pueden exceder los parámetros previstos en su reglamento y en consecuencia negar la atención del solicitante.
En el caso particular, podría parecer que, al intentar una acción como la usucapión de un bien o la cobranza judicial de un título de crédito, la víctima tiene la capacidad económica para contratar los servicios de un abogado particular; empero, debido al grado de vulnerabilidad en el que se encuentran las víctimas del delito o de violaciones a derechos humanos, este tipo de acciones tienen por objeto, como ya se dijo, la obtención de recursos que les permitan subsistir o aminorar de alguna manera esa situación de vulnerabilidad.  
En ese sentido, la presente iniciativa tiene por objeto modificar la fracción I del artículo 40 de la Ley del Instituto Estatal de Defensoría Pública de Coahuila de Zaragoza, para que tratándose de asuntos en materia civil, mercantil, familiar, agraria, de protección a los consumidores y usuarios de servicios financieros, las víctimas puedan acudir a solicitar los servicios del Instituto Estatal de Defensoría Pública, independientemente de sus condiciones socioeconómicas o que la cuantía del asunto exceda los parámetros previstos en el reglamento del referido instituto; lo anterior, en atención a la situación de vulnerabilidad en que éstas se encuentran.

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis, y en su caso aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 40 DE LA LEY DEL INSTITUTO ESTATAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma la fracción I del artículo 40,  para quedar como sigue:
ARTÍCULO 40. El servicio de defensoría en las materias a que se refiere el artículo anterior podrá negarse cuando:

I. Las condiciones socioeconómicas del solicitante o la cuantía del asunto excedan los parámetros previstos en el reglamento; excepto cuando la persona solicitante sea víctima del delito o de violaciones a derechos humanos; en virtud de la situación de vulnerabilidad en que éstas se encuentran.
(…)

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 07 DE ABRIL DE 2017.

ATENTAMENTE.

DIP. MARTHA H. GARAY CADENA
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. LEONARDO JIMÉNEZ CAMACHO
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. OLGA LETICIA LARA RODRÍGUEZ
DIP. CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 40 DE LA LEY DEL INSTITUTO ESTATAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

� Entendido como: “[Un] criterio fundamental [que] […] impone la naturaleza misma de los derechos humanos, la cual obliga a interpretar extensivamente las normas que los consagran o amplían y restrictivamente las que los limitan o restringen. [De esta forma, el principio pro persona] […] conduce a la conclusión de que [la] exigibilidad inmediata e incondicional [de los derechos humanos] es la regla y su condicionamiento la excepción”. Opinión Separada del juez Rodolfo E. Piza Escalante”, en Corte idh, Exigibilidad del Derecho de Rectificación o Respuesta (arts. 14.1, 1.1 y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva oc-7/86 del 29 de agosto de 1986





